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    Las sociedades modernas han definido el concepto de ciudadanía desde la afirmación de la dignidad de cada uno de sus miembros y desde la consideración de los mismos como sujetos de derechos civiles, políticos, sociales y culturales. Los Estados obtienen la legitimidad de su capacidad para garantizar suficientemente dichos derechos. Es este horizonte el que permite comprender tanto las crisis de legitimidad de los Estados democráticos como los intentos de profundización y radicalización democrática que denuncian el carácter puramente formal o declaratorio de dichos derechos y pretenden generar las condiciones que permitan su cumplimiento real.  


    En nuestras sociedades existen mecanismos estructurales de carácter jurídico, social, económico, político, de genero, etc., y formas culturales arraigadas que impiden a sectores de la población el disfrute real de la condición de ciudadanía plena. Esto se muestra de modo especialmente dramático para los inmigrantes y para las minorías étnicas como los gitanos. Tengan o no “papeles”, se ven reducidos jurídica, social y culturalmente a “no-personas” y son percibidos como amenaza cultural o como mercancía supeditada a “intereses nacionales” y no como personas sujetos de derechos. “Diferenciación” e “inferiorización” se alían para sustentar una discriminación en el plano de los derechos ciudadanos. 


    Aunque un orden político democrático debería ser étnica y culturalmente neutral, todos los Estados privilegian determinadas identidades y discriminan a otras. Se construyen formas de dominación a partir de lógicas de identificación, diferenciación e inferiorización que precisan ser examinadas. ¿Cómo es posible garantizar todos los derechos a todos los ciudadanos y respetar las diferencias culturales, religiosas, étnicas, etc.? ¿Por qué se vincula la garantía de ciertos derechos a la posesión de la nacionalidad? ¿No empuja la lógica democrática a una universalización de todos derechos? ¿Qué función cumple la xenofobia en las sociedades que se llaman a sí mismas democráticas? ¿Es posible una sociedad realmente multiétnica, multicultural, multirreligiosa y que garantice la igualdad de derechos? 


    El multiculturalismo es un rasgo de las sociedades contemporáneas. Nadie puede negar que existen muy pocos Estados culturalmente homogéneos, si es que existe alguno. Se habla de sociedades multirraciales, pluriétnicas, multiculturales, en razón de la multiplicidad de grupos que presentan características culturales diferentes. En una sociedad en la que existen tantos grupos culturalmente diferentes, la coexistencia y el diálogo resultan problemáticos. ¿Cómo puede cada uno afirmar sus particularidades culturales sin dañar las de los otros? ¿Cómo ha de proteger el Estado las diferencias y evitar una lucha fratricida de intereses opuestos? ¿Cómo respetar las peculiaridades y resistir a las tendencias antidemocráticas de determinadas tradiciones culturales? ¿Cómo evitar que el Estado se convierta en el patrimonio de una forma particular de vida o de un grupo cultural, por mucho que sea el mayoritario? 


    Sobre estas cuestiones se reflexionó y debatió en las Primeras Jornadas sobre “Ciudadanía, multiculturalidad e Inmigración” organizadas por el Foro Ignacio Ellacuría a comienzos del año 2002 en Murcia. Las ponencias se recogen ahora en este libro. Algunas conservan el tono oral, ya que son la transcripción revisada de la conferencia mantenida en su día, otras han sido reelaboradas por sus autores con posterioridad y, en algún caso, se ha ampliado el contenido con reflexiones suplementarias. Un carácter especial posee la contribución de E. Shoufani. Se trató de una conferencia fundamentalmente testimonial en la que nos transmitió una experiencia verdaderamente excepcional. Esperamos que el texto que recoge sus palabras sea capaz de comunicar algo de la fuerza vital de este incansable luchador por la paz. Esto mismo es lo que nos mueve a conservar el diálogo que tuvo lugar tras su intervención. También se recogen algunos textos de miembros del Foro que no se presentaron en las mencionadas jornadas, pero que esperamos que contribuyan a enriquecer la reflexión y el debate propiciados por los ponentes. Han colaborado en la revisión del texto Antonio Murcia y José Cervantes. Nuestro deseo es que estas páginas ayuden a repensar el concepto de ciudadanía en el horizonte de una sociedad cada vez más plural desde el punto de vista cultural y en la que la inmigración irá ganando en significación. Mirar el marco de derechos y libertades desde quienes son excluidos de él quizás nos ayude a profundizar nuestro compromiso por radicalizar la democracia para que todos y todas sean reconocidos como personas y ciudadanos en forma plena.
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    Estamos en un momento de cambio acelerado por lo que se refiere a la construcción social de la realidad de nuestro mundo. El uso convencional de términos como “globalización” y “mundialización” quiere expresar este cambio. Algunos analistas sociales subrayan la profundidad de la transformación que estamos viviendo con expresiones como un mundo desbocado (Giddens), una segunda modernidad (Beck), un cambio de paradigma tecnológico (Sabel y Piore, Castells), un mundo sin sentido (Laïdi) o caórdico (Muguerza), un cambio ontológico profundo (Rosenau), un cambio de civilización (Morin), etc. Como todos los momentos críticos de la historia, también éste está cargado de ambivalencia: es un momento de amenaza y un momento de oportunidad. Las diferentes formas de afrontar este momento histórico tienen que ver con la percepción que de él se tiene, por lo que conviene que hagamos un esfuerzo de aproximación objetiva a un proceso tan inédito y tan complejo[1].  


    Las estructuras jurídico-políticas que han servido, hasta finales del siglo XX, para organizar la convivencia humana, como el Estado-nación y la ciudadanía, vinculada a la nacionalidad, se ven desbordadas por las nuevas dimensiones espacio-temporales de dicho proceso de globalización-mundialización y de los fenómenos de particularismo excluyente a él asociados, como los fundamentalismos o nacionalismos etnoculturales. Esto pone de manifiesto la necesidad de crear nuevas formas de organizar las relaciones entre los seres humanos, tanto individual como colectivamente, en clave más universalista y menos excluyente. Todos los actores implicados en esta gran transformación necesitan ser repensados, reformulados y resituados. Aunque la emergencia de nuevas organizaciones e instituciones internacionales es una expresión de esta necesidad[2], lo es también de una grave insuficiencia que deberemos subsanar cuanto antes, si queremos seguir llamándonos con convicción seres humanos. 


    Si como afirman algunos autores estamos, en una “segunda modernidad” que rompe los límites reduccionistas de la primera Ilustración, que limitaba lo humano a lo europeo, lo político a lo estatal y el sujeto individual al ciudadano, esta segunda modernidad se reflejaría en un proceso de transformación de las categorías espacio-temporales con las que construimos nuestro mundo. Por decirlo con palabras de Reyes Mate[3], la universalidad espacial que está desbordando nuestra topo-mono-gamia nos obliga a ser, coherentemente, topo-poli-gámicos, es decir, a estar casados con muchos lugares y a albergar dentro de nosotros una pluralidad de continentes, religiones y culturas. Estaríamos, también, ante una gran oportunidad histórica de poder pensar y configurar nuestro mundo de forma menos miope, reduccionista y excluyente. Para conseguirlo deberíamos no sólo aprender a pensar en los otros, haciéndoles justicia, a lo Rawls o a lo Habermas, superando nuestro etnocentrismo egoísta mediante “el velo de ignorancia” o la “igualdad de irrelevancia”, sino aprendiendo a entender que la diferencia de una inmensa mayoría de seres humanos se ha gestado, sobre todo, en una biografía escrita desde la exclusión y la injusticia. La fórmula, como recuerda Reyes Mate, consiste en saber mirar no sólo el presente o el futuro, como hace la razón moderna, para la que el pasado es irrelevante. También hay que saber mirar al pasado, a la experiencia, y ejercitar la memoria passionis, que nos hace responsables de una historia de exclusión y de injusticia en la que la mayoría de todos nosotros (una pequeña minoría a escala mundial) hemos sido los beneficiarios netos. La condición de que esta nueva universalidad no sea, de nuevo, escandalosamente reduccionista y excluyente es la actitud ética de la solidaridad universal. La Sollicitudo rei socialis lo afirmaba reiteradamente al hablar de que la otra cara de la interdependencia, rasgo clave de nuestro mundo globalizado, es la solidaridad... En mi opinión, recrear una ciudadanía cosmopolita, o al menos un análogo funcional a la ciudadanía democrática, es un objetivo que plasma bastante adecuadamente la envergadura de este reto. Es una exigencia ética nacida de la proclama universalista de los derechos humanos, que la política debe asumir como proyecto viable de construcción de un nuevo orden mundial. Cuanto más lejos estemos de hacer real dicho proyecto, más deslegitimados estaremos para seguir viviendo como lo hacemos. Creo que no es inoportuno recordar que si, cuando se crearon las Grandes Declaraciones de los derechos humanos, en el contexto de las revoluciones liberales, hubo un momento inaugural en el que se pudo expresar en un lenguaje performativo el “no hay derecho”, que declaraba obsoleto el orden vigente y daba origen a un nuevo orden de derechos y libertades, también ahora estamos en un momento en el que el espectáculo de este orden globalizado nos obliga a gritar el “no hay derecho” y a construir un mundo habitado por conciudadanos que se afirman como libres e iguales. 


    Pero para que esta forma de abordar la cuestión que nos ocupa no peque de ser una especie de exploración melancólica en el “ideal de humanidad” o de lo que alguien ha llamado con agudeza “el prejuicio impecable de la perfección” –la combinación de una actitud de omnipotencia (hybris) para hacer lo que se quiere y de la actitud de fin de los tiempos (parousía), que suele acabar alineándonos bien con los “impecables”, quienes se sitúan en el olimpo de una moralidad autocomplaciente, o bien con los “implacables”, que aplauden las soluciones quirúrgicas de carácter maniqueo[4]–, me propongo reflexionar sobre los cambios reales y sobre las oportunidades plausibles que la nueva situación nos plantea. Y comenzaré haciéndolo con una rápida mirada retrospectiva, que nos permitirá saber de dónde venimos y preguntarnos sobre qué podemos razonablemente esperar.


    1. La ciudadanía moderna: una herencia disputada


    La ciudadanía ha sido una fórmula creada para definir la forma de inserción de los individuos en la sociedad política. Y como creación histórica ha sido deudora de los diferentes contextos que la han visto nacer. En su definición e interpretación han pesado decisivamente las diferentes concepciones antropológicas y sociopolíticas. Así, aunque el concepto de ciudadanía nos sugiera multitud de aspectos éticos, jurídicos, políticos y socioculturales, como son los que se encubren tras la nociones de “derechos y libertades”, “imperativos de pertenencia”, “representación y participación” políticas, etc., no todos los entendemos de la misma forma ni les damos el mismo alcance. La discusión actual entre liberales, comunitaristas y republicanos es la mejor prueba de lo que decimos. Por todo ello, hablar de ciudadanía moderna es referirnos a una herencia que, desde su origen, ha estado marcada por la ambigüedad de sus interpretaciones y por la ambivalencia de su alcance sociopolítico[5].  


    Sin extenderme aquí en un tema ya conocido[6], me limito a recoger algunas cuestiones más pertinentes para el tema que nos ocupa. Es sabido que la universalidad de la proclama ilustrada se basó en un jusnaturalismo racionalista que afirmó como evidente la prioridad ontológica del individuo sobre cualquier otra realidad colectiva. La ciudadanía era la expresión de la dignidad del ser humano, de su autonomía y capacidad de autodeterminación para poder crear con sus iguales una vida en común digna de seres libres y sujetos de derechos. Así, el ideal moderno de ciudadanía, que se configuró en la revolución liberal, tuvo su expresión más básica en la exigencia de que cada individuo adulto tuviera derecho al sufragio por el mero hecho de ser un hombre y no por pertenecer a un estamento privilegiado o por estar adscrito a una corporación. La “representación política” fue, desde entonces, clave para legitimar cualquier institución política moderna. El lema revolucionario “No representation without election”, precedido del “no taxation without representation”, sustituiría progresivamente al reaccionario lema de la “representación virtual”. Sentirse representado será la razón fundamental que lleva al ciudadano moderno a aceptar la autoridad legítima de los representantes que ha elegido. Sin representación legítima, no hay democracia. “No imposición (tributaria) sin representación”, debería ser hoy un referente normativo en la integración sociopolítica de los inmigrantes. 


    Si los derechos ciudadanos debían su carácter garantizador de la libertad a su contenido de derechos universales del hombre; si el significado de la ciudadanía, como el de cualquier otra expresión de identidad del titular político moderno, el sujeto humano, venía codeterminado por el significado del hombre “mayor de edad”, su configuración jurídico-política debería haber tenido un carácter radicalmente cosmopolita. Desde estos presupuestos liberales es injustificable cualquier restricción de la ciudadanía[7]. Y, sin embargo, no fue así. La ciudadanía se encarnó en un espacio político y cultural clausurado y excluyente, como fue el de las fronteras del Estado-nación moderno, concebido, con frecuencia, en claves etnoculturales y racialistas. Como afirma F. Hinkelammert, “la Revolución francesa no da muerte sólo al rey y a los aristócratas, sino también a los primeros representantes de los derechos humanos del ser humano mismo: Olimpe de Goughes, la mujer feminista, y Babeuf, el hombre de la igualdad obrera. Son esos derechos los que, en adelante, promoverán la emancipación humana”[8]. 


    Es verdad que hubo una elite de ilustrados cosmopolitas que encarnaron este ideal y que se sentían y ejercían de ciudadanos del mundo por encima de fronteras estatales. Pero su carácter cultural y minoritario no se puede presentar como modelo, sobre todo, si tenemos en cuenta el carácter eminentemente conservador e incluso reaccionario de la mayoría de sus componentes. Quizá hoy estemos asistiendo a un fenómeno similar: el de las elites de la globalización y lo que algunos analistas han llamado “la clase capitalista global”. También habría que hacer referencia al creciente número de cibernautas y a su dimensión cosmopolita.  


    Lo más valioso de esta herencia ilustrada cosmopolita ha sido la formulación universalista del proyecto que autores como Kant llevaron a cabo, al vincular el cosmopolitismo con la ciudadanía y al abrir el gran debate moderno con la noción de un gran orden internacional basado en la sociedad civil[9]. Kant será, pues, una referencia obligada para quienes aborden el tema del cosmopolitismo[10].  


    Pero, como ya hemos dicho, en la historia real de las sociedades modernas, la lógica del universalismo de los derechos humanos estuvo mediatizada, cuando no negada, por otras lógicas de carácter particularista: la lógica nacionalista, la lógica burocrático-administrativa y, sobre todo, la lógica burguesa-economicista: la versión del jusnaturalismo racionalista que, encabezada por Locke, puso el énfasis en la condición de propietario que todo ciudadano tenía tener para poder ser libre, la que determinaría decisivamente el divorcio creciente entre ciudadanía y ejercicio universal de los derechos humanos. El “liberalismo doctrinario”, hegemónico en las sociedades occidentales hasta nuestros días, sería la expresión más evidente de este divorcio entre ciudadanía liberal y ciudadanía cosmopolita. En adelante, solamente cuando la lógica ilustrada, democrática y universalista, que ha convivido con las otras lógicas revolucionarias, enemigas del cosmopolitismo, y que con tanta frecuencia e intensidad se ha visto colonizada por ellas, sólo cuando dicha lógica democrática ha sido capaz de afirmarse y de imponerse sobre las demás hemos caminado hacia una ciudadanía menos particularista y excluyente o más inclusiva y universalizadora. Sabemos que, en al ámbito del Estado-nación, para que la lógica democrática se pueda imponer sobre las demás es imprescindible la existencia de un orden político legítimo, constitucionalista, que de verdad haga plausible el ejercicio de la ciudadanía. Hoy, parece que este orden político debe tener un alcance universal, y la cuestión está en saber si es viable y plausible. 


    De la historia pasada debemos sacar una doble lección: la primera, que las razones que han configurado en la práctica una ciudadanía de carácter excluyente han sido muchas y persistentes. Además de las arriba mencionadas, hay que mencionar las referidas a la cuestión del género y las relacionadas con los derechos humanos de tercera generación y con el multiculturalismo. El resultado ha sido que muy pocos, durante mucho tiempo y en los lugares más privilegiados, nunca todos, del todo, han sido ciudadanos de forma universal. Esto es importante que lo subrayemos cuando abordemos la cuestión de la exclusión del inmigrante, ya que sobre él van a confluir los peores efectos de la suma de las lógicas excluyentes de nuestras sociedades modernas. La segunda lección es que sólo la lógica democrática tiene, de verdad, virtualidad universalizadora.


    2. Las transformaciones del Estado nacional y la cuestión de la ciudadanía cosmopolita, hoy


    Hoy, tanto la ciudadanía como la representación política, que es uno de los ejes de la política democrática que la posibilita, han entrado en una profunda crisis. La globalización es, entre otras cosas, un progresivo proceso de vaciamiento de contenido del concepto de ciudadanía moderno y de las instituciones jurídico-políticas que lo han sustentado, como el Estado-nación[11]. Éste pierde capacidad de control sobre las decisiones que atañen directamente a la vida de sus ciudadanos. Abunda la literatura política preocupada por una ciudadanía crecientemente degradada, como es la de unos ciudadanos apáticos y pasivos, moralmente desarmados en un mundo cada vez más colonizado por el economicismo y la burocratización y condenados a encarnar el nihilista ideal del consumidor siempre insatisfecho. Representación, participación, consenso, empiezan a ser retórica. La opinión pública mundial así lo refleja[12]. Últimamente estamos asistiendo al espectáculo de las grandes cumbres y de la protesta antiglobalizadora, que son un ejemplo claro de lo que decimos. ¿Quiénes representan más y mejor a la mayoría de la población del mundo y a la causa de la humanidad? ¿Los siete u ocho estadistas rodeados de un par de miles de consejeros o los cientos de miles de manifestantes que protestan?[13]  


    Es obvio que estamos asistiendo a una devaluación radical de la democracia. Hasta hace poco, apenas unas décadas, la democracia se consideraba un logro sólo asequible para quienes habían logrado cotas de desarrollo suficientes para tener solucionados sus problemas materiales básicos. Los dirigentes del mundo capitalista no mostraban recelo alguno en ayudar a las dictaduras militares o a los regímenes autocráticos, porque consideraban que la democracia era un “lujo” que llegaría con el desarrollo. Pero, de repente, el discurso ha cambiado. ¿Qué ha ocurrido para esta instrumentalización de la democracia? Conviene no dejar de lado esta cuestión cuando pensemos en soluciones que necesariamente deberán ser de carácter democrático[14].  


    Ya hemos dicho que uno de los efectos y, a la vez, una de las causas más importantes de esta situación descrita es la profunda transformación que está teniendo el Estado moderno. Para algunos, especialmente para los ideológicamente más proclives al “globalismo”, aunque no sólo para ellos, el Estado habría pasado de ser el sistema de poder legítimo, es decir, el legitimado para ejercer las funciones básicas de la seguridad, cooperación, justicia e integración sociales, a convertirse en un componente más del nuevo sistema de poder mundial que está emergiendo. En este nuevo sistema de poder, el Estado quedaría reducido a “una asociación más entre otras” y compartiría su autoridad con “una pluralidad de fuentes de autoridad”, entre las que se cuentan redes transnacionales de la producción y distribución de los recursos económicos y de todos aquellos recursos susceptibles de ser mercantilizados, es decir, casi todos. Las redes transnacionales de la comunicación, las del crimen y del terrorismo, las instituciones y organismos internacionales, los aparatos militares supranacionales, las organizaciones no gubernamentales, religiones transnacionales y movimientos de opinión pública, etc.[15] El Estado perdería su razón de ser, carente ya de soberanía y de autonomía para cumplir con su papel, y estaría llamado a desaparecer, cumpliéndose así el sueño de una sociedad con Estado mínimo (el gendarme), de matriz liberal, e incluso sin Estado, que tantos monstruos ha creado. La lex mercatoria sería la llamada a regular el orden internacional, aunque generando, sin duda alguna, el peor de los escenarios del “orden natural hobbesiano”.  


    Es verdad que esta ideología del “fin del Estado”, tan crudamente planteada, no es compartida por quienes se oponen al “globalismo” neoliberal, pero sí que pueden tener más cabida, entre ellos, unas concepciones pluralistas de lo jurídico y de lo político marcadas por el “realismo político”, que acaben por diluir el papel central que lo político democrático juega en la construcción de cualquier sociedad humana razonable y que faciliten, todavía más, el proceso de colonización economicista de toda la realidad que el actual proceso de globalización está llevando a cabo. No es éste el lugar para abundar en la importancia de este problema, que tanta trascendencia ha tenido en la historia occidental, pero tendrá que ser una de las prioridades del pensamiento social en nuestros días[16].  


    Es obvio que el Estado es una forma histórica y no la única forma posible de encarnar el ideal humano de lo político. Pero no es menos obvio que si, por ahora, el Estado democrático, aunque sea “postmoderno”[17] o “postsoberano”[18], sigue siendo el lugar político central de nuestras sociedades occidentales, ya que posibilita, como ningún otro actor de los arriba mencionados puede hacerlo, los fines que han sido su legitimación constitutiva: garantizar el contrato social y el ejercicio de los derechos y libertades, no parece razonable apuntarse a versiones del fin del Estado, aunque éstas sean las versiones “débiles”[19]. Como veremos más adelante, el camino para poder rescatar la razón política a nivel mundial pasará necesariamente por potenciar la recuperación del ideal de un Estado democrático transformado e integrado con los demás actores capaces de construir un orden democrático global. El que podamos coincidir con quienes afirman que el Estado-nación ha tenido su cenit en el último tercio del siglo XX no significa, pues, que con la obligada renuncia a mantener la forma histórica de dicho Estado tengamos que renunciar también a los logros de un sistema político legítimo articulado desde la representación y legitimidad democráticas. Esto debemos tenerlo en cuenta a la hora de trabajar por la extensión de la ciudadanía democrática como un momento imprescindible de la ciudadanía universal[20]. 


    Como afirma Habermas, no debemos reaccionar contra la globalización con un sentimiento proteccionista que se dirige contra cualquier persona o cosa que atraviese las fronteras nacionales (terroristas, películas, inmigrantes) o con posiciones neo-ludditas. Tampoco debemos resignarnos a transitar por una “tercera vía” que, aceptando la lógica del neoliberalismo, se centra en la tarea de preparar a las sociedades estatonacionales para la competencia del mercado y que espera de cada ciudadano que sea “el empresario que gestiona su propio capital humano”[21], obviando una de las tareas claves del Estado, como es la de garantizar los derechos sociales. 


    Debemos apostar por una política democrática capaz de ir poniendo las bases de un nuevo orden social, jurídico y político global, capaz de controlar la lógica del mercado y de garantizar los derechos y libertades de todos los seres humanos. Conscientes de que la apuesta tiene mucho de utópico, pero de que en ella nos jugamos la suerte de la humanidad. Es la apuesta por lo que alguien ha llamado un “Estado nacional ilustrado”[22].


    3. La construcción de una ciudadanía universal


    La construcción de un nuevo orden mundial es, hoy (cuando ya han existido las primeras “guerras cosmopolitas”: la guerra del Golfo, aprobada y legitimada en nombre del orden jurídico internacional y de los intereses de toda la comunidad humana, y una “segunda guerra cosmopolita” contra el terrorismo internacional), percibida, a la vez, como una imperiosa necesidad y, para muchos, entre los que me cuento, percibida también como una forma de amenaza para la ciudadanía cosmopolita[23]. Es obvio que han quedado obsoletos los modelos de Westfalia o el “modelo cosmopolita de la Santa Alianza”, ya que su estructura jerárquica y desigualitaria es incompatible con un proyecto de ciudadanía democrática. Pero no faltan analistas sociales que nos recuerdan que tanto el modelo de la Sociedad de Naciones como el de las Naciones Unidas siguen estando hipotecados por la misma lógica estructural que deslegitimó a la Santa Alianza[24]. Si así fuera, estaríamos lejos de estar creando las condiciones de posibilidad de la mencionada ciudadanía universal.  


    Creo que no le falta razón a D. Zolo, uno de los críticos más lúcidos del cosmopolitismo, cuando afirma que la ciudadanía cosmopolita no se puede construir al margen de la afirmación democrática de los derechos humanos fundamentales y que esto no se puede lograr, hoy por hoy, obviando el papel fundamental de los Estados nacionales; y que sólo los Estados democráticos posibilitarán un orden cosmopolita democrático. También coincido con él en que para construir un orden cosmopolita no debemos soñar con la creación de un Estado mundial, universal y con un grado de eticidad plena (el mismo Kant desechaba esta salida) ni con la desaparición de todo Estado en nombre de una “sociedad civil universal” que pacta o contractúa (democráticamente) sus instituciones universales y democráticas, ya que éstas no se pueden generar en el contexto de desigualdad e injusticia globales en que vivimos, sino que la construcción de dicho orden cosmopolita debe hacerse desde las sociedades democráticas estatonacionales articuladas políticamente. En este sentido, me parece muy pertinente la anécdota que el autor trae a colación: “A veces se cuenta la historia del hombre que se encontraba perdido en algún lugar de Escocia y que se dirigió a un granjero para preguntarle si podía indicarle el camino a Edimburgo. ‘Oh señor’, respondió el granjero, ‘si yo fuera usted, no partiría desde aquí’. La doctrina según la cual el sistema de los Estados no ofrece el mejor punto de partida desde el que perseguir el orden mundial tiene algo de eso”[25]. Es claro que esta posición de Zolo supone un juicio de valor sobre la naturaleza, el significado y el alcance de las organizaciones internacionales, consideradas como excesivamente centralizadas, burocratizadas, antidemocráticas y, lo que es peor, como resistentes a cualquier proceso democratizador, como lo fue la Santa Alianza. Como más adelante veremos, Zolo se conformará con lograr “un orden político mínimo”, de inspiración ideológica federalista, que garantice una relación entre los Estados menos desigualitaria y menos belicista. 


    Afortunadamente, la posición de Zolo no es la única existente. Hay otras posiciones, también razonadas, que nos permiten pensar en una “sociedad civil global”, en “una esfera pública cosmopolita”, en un “nuevo orden jurídico y político internacional” o en fórmulas transnacionales de diverso tipo[26]. Sin llegar a tener una posición muy definida al respecto, creo que hay indicios de que está emergiendo un entramado social de carácter transnacional que busca responder a los retos y urgencias de la globalización y que lo hace creando estrategias de movilización política, y que es consciente de los riesgos de hipotecarse a las lógicas parciales del mercado, del Estado-nación o de una sociedad civil no adecuadamente cosmopolita. Es obvio, como advertía Zolo, que no se puede articular una sociedad civil cosmopolita sin la estructura democrática y que el reto está en cómo hacerlo democráticamente. Es claro, como afirma Delanty, que el cosmopolitismo tiene que lograr articular una comunidad cívica, es decir, una sociedad civil construida desde una esfera pública cosmopolita, como espacio de comunicación pública, si quiere superar al nacionalismo, que, como sabemos, se aprovecha de los efectos disgregadores de la globalización. Esta esfera pública es previa y más básica que los ámbitos jurídico y político de dicha sociedad civil. Más adelante, me extenderé sobre esta cuestión fundamental. 


    ¿Qué hacer, pues, si nuestro punto de partida es el de un mundo “caórdico”, roto por los cuatro costados por una brecha criminal y en el que se produce un progresivo vaciamiento democrático? Creo que lo sensato es aprovechar las lecciones de nuestra mirada retrospectiva a la historia.


    4. Aprendiendo de la historia


    No es la primera vez en la historia que se da una situación de crisis en la que las instituciones vigentes y su legitimación ética y política se han hecho poco menos que imposibles. El ejemplo de la ciudad-estado griega, su caída y su sustitución por la organización imperial alejandrina, así como las diferentes respuestas que se dieron a dicha crisis (generales de Alejandro, Aristóteles, las escuelas menores: cínicos, epicúreos y estoicos), pueden servirnos hoy para reflexionar sobre las diferentes respuestas que se dan a nuestra actual crisis de la ciudadanía y de sus legitimaciones (cosmopolitismos neoliberales y liberales ilustrados, comunitarismos, republicanismos, etc.). Especial atención merece el análisis del estoicismo, que formulará, por primera vez y de forma paradigmática, el ideal de ciudadanía cosmopolita (el cosmopolitismo cínico tendría un radicalismo nacido del ascetismo nihilista que lo haría incompatible con cualquier ordenamiento jurídico-político). Así lo van a hacer autores como M. Nussbaum y otros. 


    Personalmente, creo que esta experiencia, así como la de la herencia ilustrada, a la que antes nos hemos referido, siguen siéndonos útiles para nuestros días. Su potencial emancipador se ha podido poner de manifiesto en las sucesivas experiencias históricas de afirmación democrática, que ha permitido en el interior de los Estados-nación sociedades más igualitarias y libres. El mismo concepto de ciudadanía, hoy en crisis, tiene todavía un talante utópico que lo convierte en una herramienta útil para quienes están empeñados en regenerar nuestras sociedades. 


    Se trata, por tanto, de aprovechar la importante herencia de universalismo que nos ha legado la historia para hacerla fructificar en estos momentos en que se ha hecho ética y políticamente imprescindible. Se trata de plantearnos de nuevo cómo podemos conjugar los derechos del hombre y los derechos del ciudadano sin tener que renunciar a afirmarlos como compatibles y complementarios.


    5. Superando los límites del patriotismo liberal


    Si los Estados-nación han sido la condición de posibilidad de los derechos humanos, aunque hipotecándolos a la titularidad y el ejercicio de la ciudadanía, y son hoy el punto de partida para la construcción de una nueva realidad cosmopolita, es imprescindible que pensemos en su virtualidad universalizadora y en sus limitaciones congénitas para la misma.  


    En mi opinión, la virtualidad universalizadora del Estado-nación moderno nació de su capacidad para crear un ámbito de pertenencia libre e igualitaria, por encima de particularismos estamentales, raciales, sexuales, religiosos, de clase, etc. Fue su capacidad para crear “desarraigo”, es decir, para permitir que individuos y sociedades se relacionaran entre sí sin tener que seguir sometidos a imperativos de pertenencia premodernos y excluyentes o a lealtades arbitrarias e impuestas, la que estuvo en el origen de las sociedades modernas, libres e igualitarias, en las que los seres humanos no sólo estamos sujetos a deberes, sino que también somos “sujetos” de derechos y de libertades inalienables. Es la lógica democrática que inspiró las proclamas revolucionarias de las revoluciones liberales la que convirtió al Estado en instrumento de una ciudadanía incluyente y universalista. Los ciudadanos de la nueva república liberal eran todos ellos “desarraigados” de una sociedad tradicional, de Antiguo Régimen, ordenada conforme a criterios de legitimidad histórica y tradicional. Pero, a la vez, este desarraigo necesario era el que les posibilitaba echar nuevas raíces en la sociedad democrática, “el lugar común del desarraigo”, la sociedad de la “solidaridad entre extraños”, la sociedad del arraigo en lo más concreto que existe: el “coto vedado” que garantiza la vida humana de cada ser humano concreto. La construcción de una conciencia nacional y democrática fue fruto, a la vez, de un cambio profundo de mentalidad y de un proyecto racional normativo, el del los derechos del hombre y del ciudadano, que, ahora, nos puede servir de modelo. Si los seres humanos del siglo XIX fueron capaces de un proceso de desarraigo y de arraigo tan importante y decisivo para la historia humana, ¿por qué no vamos a poder seguir siéndolo en el siglo XXI?[27] Un lugar en el que se comparten los nuevos valores propios de las constituciones democráticas, los que conocemos como “derechos fundamentales” del ser humano.  


    Si esto es así, conviene ser cauteloso ante la acusación que se hace al cosmopolitismo, como proyecto democrático universalizador, de desarraigar a los individuos de sus patrias concretas y de transportarlos a un mundo abstracto y monocolor, carente de calor humano. Se trataría de ver, en primer lugar, si el cosmopolitismo que se postula es un desarraigo que le deja al ser humano sin raíces o, por el contrario, le arraiga en un nuevo lugar, con raíces más profundas, más extensas y más complejas que las del patriotismo del nacionalista, vinculado a la “sangre y al suelo” (Blut und Boden). Quienes acusan al cosmopolitismo de carecer de la pasión y de la intensidad del particularismo, de desacralizar la pertenencia al propio país, olvidan que el ideal cosmopolita puede ser una aventura tejida de experiencias de desarraigo, de mestizaje, de descubrimiento de lo plural, de relativización del propio color, de la bandera, del credo, y todo ello para encontrar la “humanidad” de los seres humanos. M. Nussbaum pone el ejemplo del matrimonio de Hiparquía y de Crates[28], contado por el cínico Diógenes Laercio y una muestra de la provocación “kynica” de la sociedad ateniense y, todavía hoy, de nuestras sociedades “bienpensantes”. Nadie podrá decir, concluye M. Nussbaum, que este matrimonio estuviera carente de pasión o de experiencias aburridas o monótonas.  


    En cualquier caso, hay una pregunta que me parece especialmente pertinente, y es ¿para qué le sirven a uno las raíces si no se las puede llevar consigo, si son como cadenas que no puede llevar en su camino, porque le impiden pensar y vivir con libertad, como lo hace un viajero que solo se encuentre en casa, volviendo del exilio, porque sabe que es “hijo de una tierra en la que nunca ha nacido”? El mundo del cosmopolita, lejos de ser un mundo sin raíces, puede estar compuesto de toda clase de raíces, de toda clase de identidades, o mejor, de raíces y de identidades complejas, cada vez más complejas, como lo es la vida que además de crecer en la hominización asume el reto de la humanización. 


    Me parece fundamental recordar esto en momentos de crisis, de inseguridad y de miedos a riesgos complejos, como lo son, cada vez más, los que amenazan a nuestras sociedades, porque son tiempos proclives a acentuar las llamadas “políticas de la identidad”, que racializan y etnicizan las pertenencias comunitarias, creyendo exorcizar así el miedo a la libertad que exige pagar el saber vivir en “sociedades abiertas”. 


    Superar hoy los límites del patriotismo liberal pasa, sobre todo, por desterrar la lógica del nacionalismo, que afirma unos imperativos de pertenencia, para los que la ciudadanía es el perfecto instrumento de cierre y exclusión social. Desde esta perspectiva, un buen test para evaluar la situación en la que nos encontramos respecto a la posibilidad de construir un modelo de ciudadanía universal lo tenemos en la forma en que estamos resolviendo la cuestión de la integración de la inmigración. Si, como sabemos, la construcción social del extranjero es el anverso de la construcción social del ciudadano[29], en la creación del estatuto que se da al extranjero, al inmigrante, al “otro”, que no es ciudadano como nosotros, estamos mostrando nuestra verdadera posición ante el problema. Mientras sigamos pensándonos desde la narcisista secuencia lógica que supone la autocomprensión de una ciudadanía excluyente y que al relacionarse con el otro le plantea: 1) deberás ser como nosotros: tendrás que “nacionalizarte”, tendrás que dar el perfil exigido por el proyecto nacionalizador; 2) nunca podrás ser como nosotros: siempre hay un label de calidad, que tiene que ver con lo más primordial, como “la tierra y la sangre”, y que se utilizará cuando sea preciso reafirmar la particular identidad; 3) aunque no seas como nosotros: aunque no seas de “aquí” ni tengas los apellidos nacionales, te seguimos admitiendo entre los nuestros, incluso, a veces, con un plus afectivo; para concluir, finalmente, cuando el “otro” no responde a las exigencias y expectativas nacionalizadoras, con un 4) no eres de los nuestros y eres de “los otros”, estaremos incapacitados para pensar siquiera en una ciudadanía universal, y mucho menos aún para construir una sociedad democrática y pluralista desde la que dicha ciudadanía universal sea posible. Las normativas de carácter reactivo y excluyente de las políticas de inmigración que, como la española, se mueven entre la aplicación de una legalidad restrictiva y de una ilegalidad obligadamente consentida, rezuman este talante racialista y excluyente a la vez[30]. 


    Hay limitaciones y costes en la ciudadanía liberal que la lógica democrática ha sido capaz de desenmascarar y de denunciar desde un comienzo. Ya nos hemos referido a la lógica burguesa del individualismo posesivo y a la lógica premoderna del nacionalismo etnocultural y racialista. La lógica economicista y nacionalista, que aunque en muchos aspectos son, a su vez, contradictorias, han acabado por retroalimentarse produciendo lo que hoy se denomina “globalización”[31], acentuando así las cotas de desigualdad e injusticia en nuestro mundo. Pero el hecho de que haya ocurrido así no debería restar virtualidad crítica al ideal normativo de ciudadanía compartida, que sigue postulando el que todos podamos ser libres e iguales, integrados en un mismo proceso democrático. La legitimidad del ideal democrático sigue denunciando como injusta la sociedad existente.


    6. Multiculturalismo e individualismo ético


    Pero hay limitaciones que algunos consideran congénitas del concepto liberal de ciudadanía, ya que lo vinculan a una estructura social homogénea y simétrica del Estado, lo que le incapacitaría para integrar el fenómeno del multiculturalismo, que caracteriza cada vez más la realidad de nuestras sociedades complejas. Cuando hablamos de sociedades complejas nos referimos a que el pluralismo no es sólo expresión de lo que los individuos, diferentes, son o quieren, a título personal o asociativo, que se puede manifestar a través de un sistema representativo, que permite facilitar y reducir, a la vez, dicho pluralismo, sino que nos referimos a un pluralismo que subraya, más que la autonomía individual, la diferencia grupal. Es el reto de la integración de la diferencia colectivamente considerada, con un carácter étnico, religioso o cultural, que, a su vez, pasa por políticas de reconocimiento de elementos inéditos en la tradición constitucionalista liberal, como es la existencia de diferencias jurídica y políticamente estables, que responde al reconocimiento y la aceptación de contextos y situaciones especiales (inmigración, comunidades nacionales o étnicas) y que si no existiera se crearía exclusión. A esta concepción “compleja” de la identidad, individual y grupal, debería corresponder una “ciudadanía compleja”, que supone una justicia compleja, una igualdad compleja, como han venido bautizándola autores como Walzer, Taylor y otros. Lo público deja de ser homogéneo, y la ciudadanía que igualaba formalmente se “fragmenta”, lo que, obviamente, plantea un grave problema a la igualdad y a la cohesión sociales, ya que se hacen más complicadas de lograr[32]. 


    Si la mejor tradición liberal, la del individualismo ético, ha afirmado que el pluralismo es esencial para la sociedad democrática, también, ahora, creo que puede seguir afirmando que es posible lograr una integración social y política de la diferencia, por muy compleja que ésta sea, siempre que se haga democráticamente y sin convertir la diferencia en privilegio o, sobre todo, sin sacrificar la dignidad del sujeto concreto (su libertad y autonomía) a la diferencia grupal. Un sujeto humano “contextualizado” o “situado” en el seno de un grupo no debe dejar de ser un sujeto humano capaz de trascender y de deconstruir cuando sea necesario su situación y su contexto. El “desarraigo” es la forma humana de estar situado. 


    Creo que el “multiculturalismo”, en algunas de sus expresiones más relevantes, nos está planteando algo más que una ampliación del campo semántico del individuo, acotado excesivamente por el egoísmo y el propietarismo del individualismo posesivo. En mi opinión, está cuestionando, a la vez, la virtualidad y pertinencia del “individualismo ético”, que es la matriz de la que nace la lógica democratizadora del liberalismo, a que nos venimos refiriendo, y sin el cual creo que es imposible afirmar coherentemente cualquier tipo de ciudadanía, incluida la llamada “ciudadanía compleja”. El individualismo ético concibe al ser humano concreto desde la categoría de “relación”, abierto a ese indefinido proceso de desarraigo y de nuevo arraigo, de multiplicidad de “posiciones de sujeto”, del que hemos hablado. Pero hay una concepción comunitarista del multiculturalismo, que no reconoce que las comunidades culturales son, a su vez, internamente plurales, que niega esta concepción del individualismo ético y, con ella, todo proceso de creación de la ciudadanía universal y cosmopolita que, como la ciudadanía compleja o fragmentada de los Estados-nación, no se podrá lograr si no es garantizando los derechos y libertades de los seres humanos concretos, por el mero hecho de ser seres humanos[33]. 


    En mi opinión, el individualismo ético, adecuadamente entendido, además de descubrir las deficiencias del concepto liberal de ciudadanía para garantizar el reconocimiento y la integración de la diferencia cultural, posibilita la construcción de una ciudadanía más “compleja” y siempre garantizadora de unos umbrales de libertad y de igualdad que el comunitarismo no parece poder garantizar. Y todo ello porque este último recela en exceso de lo más preciado de nuestra herencia democrática y liberal: la prioridad ontológica[34] y ética del individuo concreto sobre cualquier colectividad humana. Solamente una ontología social que parta de esta convicción puede articular adecuadamente los imperativos de pertenencia y de integración desde la diferencia que la ciudadanía compleja demanda[35]. Solamente persiguiendo este “ideal de humanidad”, que al comienzo hemos definido como la ineludible cuestión moral de nuestro tiempo, la de la solidaridad en un mundo interdependiente, podremos ir humanizando poco a poco todas nuestras relaciones humanas, que están y seguirán estando atravesadas por numerosas contradicciones. Se tratará de ir conquistando palmo a palmo un espacio que el individualismo posesivo ha colonizado hasta hacer prácticamente inviable la experiencia humana del reconocimiento y del don. Se tratará de ir superando los límites de la concepción burguesa de ciudadanía y de ir practicando el cambio de residencia mental, y por consiguiente de residencia material, que un concepto incluyente de ciudadanía cosmopolita exige para quienes hoy somos beneficiarios de este sistema mundo basado en la dominación y en la exclusión. Se tratará de ir potenciando cada vez más la lógica de la perspectiva ética, la que se preocupa de priorizar el mejor bien ajeno (comenzando por el contenido material básico de una ética crítica universal), aun a costa del bien propio, y debilitando la lógica del sentido común que nos recuerda que la caridad bien entendida empieza por uno mismo, por la propia familia, por los “nuestros”, o que “por la caridad entra la peste”. 


    Creo que con lo dicho hasta aquí queda definida mi posición respecto a la polémica suscitada desde hace años sobre qué se debe priorizar en un proceso democrático de integración del fenómeno de la inmigración. Frente a argumentaciones utilitaristas (derechos y deberes basados en la recíproca utilidad), etnocentristas, propietaristas, comunitaristas (el derecho de la comunidad a mantener su forma de vida por encima de los derechos básicos de los “otros”), que son particularistas y excluyentes respecto a los inmigrantes, creo que los Estados deberían practicar una política “liberal” (universalista) de inmigración. Esto es compatible con la preservación de la propia cultura política democrática, aunque no lo sea tanto con el chauvisnismo del bienestar o con la autoafirmación particularista de una forma etnocultural de vida. Sólo una ciudadanía democrática que no se convierte en una fórmula de cierre y de exclusión social está en el buen camino de la ciudadanía universal[36].


    7. La cuestión de la viabilidad social, jurídica, política y cultural de una ciudadanía cosmopolita


    Si la ciudadanía moderna nos remite necesariamente a una sociedad civil[37] que se dota de una organización jurídica y política, ya que sólo desde ella podemos pensar la viabilidad de un individuo político moderno como sujeto de derechos y deberes y como partícipe en las tomas de decisión respecto a lo que atañe a dicha sociedad, pensar en la viabilidad de una ciudadanía cosmopolita equivale a hacerlo en una sociedad civil universal, capaz de dotarse de una organización política y jurídica transnacional que garantice el ejercicio de los derechos y libertades de todos los seres humanos, por encima de hipotecas identitarias y de imperativos de pertenencia particularistas y excluyentes.  


    Ya hemos mencionado, citando al profesor Carrillo algunas de las importantes transformaciones del derecho internacional. También sabemos que algunos de los teóricos más importantes, como J. Rawls, han evolucionado sorprendentemente sobre el significado y alcance que en las relaciones internacionales de nuestros días debería tener un “derecho de gentes” actualizado[38]. Ahora, nos referimos a algo diferente: al desarrollo de redes de diverso tipo, organizaciones no-gubernamentales y movimientos sociales trans-nacionales, que trascienden las fronteras y la lógica específicas de las sociedades civiles de los Estados-nación, que suele denominarse “sociedad civil cosmopolita” o “sociedad civil transnacional”. Soy consciente de que en la definición de lo que es una sociedad civil transnacional subyacen concepciones ideológicas muy diferentes, como ocurre a la hora de entender el fenómeno de la “globalización” o el de la contestación a la misma en forma de “movimiento de resistencia global”[39]. 


    Ya nos hemos referido a la pretensión neoliberal de construir una sociedad civil internacional organizada desde “un derecho global sin Estado” o “lex mercatoria”[40], y hemos alertado ante los enormes riesgos que conlleva para cualquier sociedad que quiera seguir llamándose humana el olvidar lo político, en su dimensión democrática. Este modelo neoliberal de “sociedad civil global” postula un cosmopolitismo autocrático, en el que el papel coercitivo del poder internacional (Consejo de Seguridad de la ONU, formado por el club de Estados con poder de veto) se impone para garantizar los intereses del actual modelo globalizador. Obviamente, la enorme amenaza que la globalización plantea a los derechos humanos y a la democracia se acentúa todavía más al realizarse en nombre de una legalidad globalmente institucionalizada. 


    En el polo contrario, no faltan autores que, tanto por ser muy críticos con el actual proceso de globalización como de los proyectos de organización jurídico-política del mismo, como el ya citado Zolo, niegan la pertinencia de utilizar la analogía de la sociedad civil para referirnos a “la sociedad civil global”, ya que el hacerlo refleja una ausencia de análisis político serio. Nombres tan relevantes como Bobbio, Casesse, Falk, Held, Dahrendorf, serían, para él, ejemplos de esta carencia. Ni su “pacifismo cosmopolita” (querer arreglar los conflictos mundiales desde la racionalidad del derecho), ni su “cosmopolitismo jurídico” (sobrevalorar la eficacia contra bellum y olvidar el ius in bello, que es para Zolo el único axioma realista de un pacifismo viable), son para Zolo proyectos bien fundamentados. Al contrario que el “pacifismo absoluto” (que busca convertir a las personas a la no-violencia, ya que el autor considera un exceso moral, nada realista), Zolo parte de la aceptación del conflicto, de la agresividad y de la misma guerra como realidades antropológicas y psicológicas naturales que hay que integrar socialmente. Paradójicamente, su forma de canalizar la guerra será no-violenta y su pacifismo “débil” se traduciría en un “intervencionismo débil”, hecho con diplomacia preventiva y con “rituales de pacificación”, porque la intervención militar sólo logra añadir más violencia. En un apartado de su libro Cosmópolis titulado “¿Un Estado de derecho planetario para proteger los derechos humanos?” (161ss), cuestiona los supuestos que subyacen a los partidarios del cosmopolitismo jurídico: la racionalidad y universalidad de los derechos humanos, su carácter de derechos en el pleno sentido del término (son fruto de un postulado racionalista que no sólo está sin confirmar en la esfera teórica, sino que, además, ha sido históricamente contestado por las culturas no occidentales. Su carácter etnocentrista y capitalista serviría para legitimar un statu quo incompatible con la universalización de los derechos humanos), el que los estados liberales y democráticos puedan garantizarlos adecuadamente (sólo garantizarían los “derechos de ciudadanía”; por ello, se hace imprescindible construir la perspectiva de una “ciudadanía cosmopolita”: una ciudadanía y un sistema jurídico sin fronteras, donde se protegen los derechos fundamentales –civiles, políticos, sociales y culturales– de todos los hombres en tanto que seres racionales y “personas”). El pesimismo de Zolo se deriva tanto de sus análisis como de sus presupuestos. Recojo un texto que resume bien su posición: “La conclusión que puede derivarse de este rápido examen de las dinámicas de la economía política internacional me parece muy clara: al proceso de globalización de la economía internacional no le corresponde proceso de integración social planetaria alguno, ni tampoco de reducción de la inmensa distancia que en la actualidad separa a los países pobres de los países ricos. Muy probablemente en los próximos decenios esta distancia va a aumentar en lugar de reducirse, pese al ‘fin del Tercer Mundo’, debido en parte justamente a este fin. 


    En realidad, quizá haya algo de verdad en la afirmación del economista Jan Timbergen de que harán falta al menos cinco siglos para superar el abismo que actualmente separa a los países pobres de los países ricos, pese a que en modo alguno está claro qué verosimilitud puede concederse a proyecciones econométricas de esta magnitud. Posiblemente, al menos eso es lo que hay que desear por el bien de las futuras generaciones, el empeño se logrará mucho antes. Pero, sea como fuere, la reducción de la actual brecha no dependerá del proceso de globalización de la economía internacional, porque, como hemos visto, ese proceso no favorece per se ni el desarrollo económico ni el ‘desarrollo humano’ de los países pobres. Y seguramente no dependerá tampoco de las medidas asistencialistas de un Estado del bienestar planetario: el desarrollo, como sucede con la democracia y la paz, no pueden ‘exportarse’. El desarrollo dependerá probablemente de cambios estructurales inducidos por la innovación técnico-científica y por largos procesos de adaptación evolutiva hoy imprevisibles. También tendrán su papel, al menos en parte, factores como la agresividad de los países pobres, su resistencia al papel compresor de la occidentalización del mundo, su voluntad de seguir buscando sus propias soluciones económicas sin abandonarse al paradigma tecnocrático, así como su capacidad de producir nuevos tipos de equilibrio internacional merced a la competencia y el conflicto. Incluso rasgos como su orgullo, su autonomía, su dignidad pueden desempeñar una función significativa” (198). 


    Sin desconocer el peso de la argumentación de posiciones como la de Zolo, creo que autores como los criticados por él y muchos más, cuando se empeñan en repensar un nuevo orden político global, no lo hacen desconociendo lo que él describe, sino que lo hacen, creo yo, movidos por un imperativo de razón práctica, por lo que su posición no debe ser obviada[41]. Parece que la única forma de contrarrestar los efectos del modelo neoliberal, ahora hegemónico, es crear una nueva esfera social, jurídica y política, que trascienda, integrándolos, los ámbitos local, nacional, regional e internacional. Por eso creo que es oportuno hablar de una sociedad civil transnacional[42] y de un nuevo orden jurídico y político transnacional, capaz de regular el actual proceso de globalización. Se trata de crear nuevas formas de autoridad transnacional compartida, capaz de garantizar los fines de toda sociedad política legítima: seguridad y justicia. La sociedad civil transnacional sería el lugar sociogenético de este nuevo orden jurídico-político. 


    El hecho de que al hablar de la “sociedad civil transnacional” nos estemos refiriendo a un fenómeno inédito hasta ahora y que, además, lo estemos haciendo en un contexto tan complejo como el de la globalización, que impone una dinámica de interconexión e interdependencia, hace especialmente difícil la conceptualización y comprensión del mismo. No obstante, y teniendo en cuenta todo lo dicho, creo que es oportuno hacer algunas precisiones al respecto, como lo hace el ya citado A. Serbin[43]. La sociedad civil transnacional no es englobada ni por el Estado (no es estatocéntrica), ni por el mercado (no es un tercer sector privado no-lucrativo), sino que los trasciende y trata de influir sobre ellos; tiene múltiples referentes con los que interactúa: a nivel gubernamental, de mercado, y articulando el nivel local, nacional, subregional, regional y global. En su interacción, que implica una dimensión sociopolítica, desarrolla espacios políticos interconectados a nivel global y regional, apuntando en su desarrollo a una gobernabilidad democrática transnacional (Held, Falk, Bobbio). La sociedad civil transnacional no es homogénea, sino que está constituida por un entramado muy complejo de redes y actores que, con frecuencia, tienen intereses y dinámicas diferentes, como es el caso de los Movimientos Sociales, “nuevos” y viejos, o el de las ONG y el Movimiento Antiglobalización, etc. La sociedad civil transnacional es más transnacional que global, ya que incluye redes y entramados subregionales y regionales que no siempre, ni necesariamente, se asocian con planteamientos globales, y que procesan lo global de forma específica y particular. En este contexto se da también una “sociedad civil regional” como integrante del sistema internacional y de la dinámica de la sociedad civil transnacional. 


    Coincido con Serbin en “postular la necesidad de un enfoque socio-político del surgimiento y desarrollo de la sociedad transnacional en el marco del actual proceso de globalización en tanto: a) esta última no está concebida exclusivamente como un proceso económico, sino que tiende a la configuración de un espacio político global, complejo y heterogéneo, al punto de dar lugar a una articulación efectiva de diversos espacios políticos a nivel mundial: locales, nacionales, subregionales y regionales, hemisféricos y globales; b) que, en el marco de la democratización global (y más allá de las críticas existentes a su visión uniformizadora y arraigada en los valores occidentales), requiere del desarrollo de formas de gobernabilidad democrática a nivel transnacional que incrementen la participación en la toma de decisiones, y c) que, desde esta perspectiva, debe tomar en cuenta la incidencia crucial de la sociedad civil transnacional en la regulación y el acotamiento del desempeño tanto de los Estados-nación como de los agentes del mercado. 


    En esta perspectiva, asimismo, hay que decir que el análisis de la sociedad civil transnacional no puede estar disociado: a) de la interacción con los diversos actores del ámbito del Estado-nación y del mercado en diferentes niveles y circuitos de interacción; b) que la interacción y la interlocución con el Estado, más allá de la globalización, sigue siendo crucial; c) particularmente en el marco de formas de relacionamiento decantadas históricamente a nivel local, nacional y/o regional; y d) que la sociedad civil transnacional se estructura, en la actualidad, de una manera incipiente en el contexto de los cambios globales, adaptándose a las nuevas dinámicas de articulación entre lo global y lo nacional, y a la multiplicación de actores, circuitos, ámbitos y niveles de interacción que caracterizan la actual complejidad del proceso societal mundial. 


    Está demás señalar, sin embargo, para concluir, que este breve mapeo teórico y empírico apunta más a ubicar conceptualmente el estado actual del debate que a señalar algún tipo de conclusiones definitivas”[44]. 


    Si la realidad de la sociedad civil transnacional es como la descrita, es obvio que la ciudadanía universal que es viable es la de una ciudadanía multidimensional o multinivel, que permite ser, a la vez, ciudadano nacional, regional y global. El secreto de la construcción de esta ciudadanía seguirá estando en la gestión democrática de los distintos niveles, permitiendo en todos ellos la afirmación de los derechos de todos y cada uno de los seres humanos. Se trata de crear una sociedad civil participativa y abierta, que sea capaz de controlar tanto la lógica del globalismo como la de los particularismos. La protección jurídica, política y social de la ciudadanía sería el resultado de una interrelación entre múltiples y diferentes esferas, locales, nacionales, regionales y transnacionales. Se trata de crear una “esfera pública cosmopolita” que, como dice Habermas, es el ámbito de la comunicación y de la contestación cultural, y que es a la vez causa y efecto de las comunidades cívicas, en las que se alcanza la relación complementaria entre polis y cosmos, superando los excesos de ambos y creando una “cultura política común”[45]. Se trata de posibilitar que todo el mundo participe y tenga algo que decir en lo que atañe a su propia vida, especialmente en lo referido a sus necesidades y derechos básicos, que deberán ser contemplados en todos los contextos, por muy diferentes que éstos sean. Si no conseguimos caminar en esta dirección se cumplirá el negro pronóstico de un siglo XXI en el que una pequeña minoría de privilegiados serán los consumidores satisfechos y una inmensa mayoría los “ciudadanos de papel” de los siglos que dejamos atrás.


    8. La construcción de un imaginario cosmopolita y la educación para la ciudadanía universal


    Para construir una sociedad civil transnacional y un orden jurídico-político capaz de garantizar los objetivos democráticos que ésta debe perseguir es imprescindible que cambiemos de mentalidad y que pongamos un serio esfuerzo en la construcción de un imaginario cosmopolita. No podrá darse una ética universal que tenga su traducción en políticas posibilitadoras de una ciudadanía universal, si previamente no somos capaces de superar los “actuales callejones sin salida de la ética internacional”[46], y esto sólo lo lograremos si nos educamos para la construcción de un imaginario social integrador. Los efectos de esta nueva mentalidad deberán traducirse en la forma de integrar a los inmigrantes y en la superación de toda afirmación racialista y excluyente de nuestra propia identidad. 


    Debemos comenzar, como decíamos al comienzo de estas páginas, a sentirnos solidarios de una historia común que nos hace cada vez más interdependientes. Solidaridad que no lo será adecuadamente si no es, a la vez, compasión, reconocimiento y solidaridad con todos y cada uno de los seres humanos concretos, a quienes consideramos nuestros iguales, merecedores de justicia social y sujetos de derechos[47]. Hacerlo así es querer ser fieles a la mejor tradición de una herencia milenaria que, como recuerda Dussell, se remonta “al mito fundante de las culturas mediterráneas, judía, cristiana y musulmana, de la llamada cultura occidental secularizada y convencional que hoy se globaliza (en su nivel instrumental). El muerto (no su alma ni su cuerpo, porque no hay tales principios dualistas), toda su carnalidad corporal, es juzgado desde el criterio ético de la Vida: “Di pan al hambriento”, declara el muerto en el Libro de los muertos. Se trata, nada menos, del nacimiento de la conciencia ética personal como responsable ante los otros, ante la comunidad, del cumplimiento de todos sus actos personales, individuales, vistos sub lumen aeternitatis, tan propio del pensamiento judío, cristiano o islámico”[48]. Esta herencia se ha dilapidado, sobre todo, en la medida en que el individualismo posesivo nos ha convertido en Epulones, incapaces de ver a Lázaro; en miembros “solidarios” de corporativismos excluyentes que reeditamos a diario la parábola del banquete de Malthus; en narcisistas xenófobos que, cuando nos sentimos inseguros, no dudamos en racializar nuestras diferencias buscando así protegernos de la amenaza de los otros; incluso, a veces, en partícipes de lo que H. Arendt, refiriéndose al criminal nazi Eichmann, llamó “el mal absolutamente moderno: la imposibilidad de representarse mentalmente las consecuencias de sus actos”[49]. Me temo que no va a sernos fácil el recuperarla, al menos con su virtualidad más humanizadora, ya que, como ha ocurrido con todo lo que la razón instrumental y economicista ha mercantilizado, también ella se ha convertido en un artículo de consumo, que se publicita en las grandes cumbres de los poderosos y que es parte obligada de lo “políticamente correcto”. W. J. Clinton escribía en un artículo titulado “La lucha por el siglo XXI”, en el que describe con gran realismo la situación de nuestro mundo, que la solución positiva dependerá de “que todos podamos desarrollar un nivel de conciencia lo suficientemente alto como para comprender las obligaciones y responsabilidades que tenemos los unos con los otros. Para que la interdependencia sea un bien en vez de un mal, tenemos que reconocer que nuestra humanidad común es más importante que nuestras diferencias. Ésta es la lucha del siglo XXI. Pero la historia ha demostrado lo difícil que resulta entender este concepto”[50]. 


    Es, pues, imprescindible y urgente trabajar en la construcción de un imaginario integrador que haga plausible un orden jurídico y político cosmopolita y que permita el ejercicio de una ciudadanía universal. La educación en los valores que este imaginario supone es, obviamente, una necesidad inaplazable. M. Nussbaum lo ha argumentado con sólidas razones. 


    Construir un imaginario integrador pasa por aprender a imaginarnos y a pensar en los otros de otra manera. A menudo, nos asombramos, cuando constatamos nuestra incapacidad para percibir a los demás tal como son, sobre todo si son diferentes o lejanos y por ello no los vemos como nuestros iguales. Rousseau aludía a la tendencia de la imaginación a comprometerse empáticamente con quien se nos asemeja. Los reyes, decía, no se compadecen de los súbditos porque piensan que nunca lo serán. Falsa estratagema, cuando sabemos que todos nacemos desnudos. Pushkin describió magistralmente cómo podemos salir de la ópera rebosando compasión hacia los personajes del escenario, sin reparar en el conductor y en los caballos del propio carruaje, que se mueren de frío. Aprender a mirar a todos los seres humanos como a nuestros conciudadanos e incluso familiares, para poder hacer que logren vivir como nos gusta que vivan estos últimos, es un laborioso proceso de cambio de mentalidad y de actitudes. Exige una verdadera conversión. Hay que aprender a considerar que las fronteras (nacionalidad, etnia, clase) que son políticamente relevantes son moralmente irrelevantes. Nussbaum pone el ejemplo de los goyim que arriesgaron su vida por salvar uno o más judíos y a quienes se ha dedicado en Jerusalén una avenida de árboles que llevan cada uno un nombre y un lugar. Estos goyim buenos se arriesgaron a perder todo cuanto les era cercano y querido para salvar a un desconocido, sin estar obligados a hacerlo. Pero, de alguna manera, contra todo pronóstico, sus imaginaciones habían adquirido cierta capacidad para reconocer y responder a lo humano, por encima y más allá de los dictados de la nación, de la religión e incluso de la familia. Descubrieron que, de no hacerlo así, se convertirían en lo que Ignatieff ha llamado “ciudadanos malas personas”. El terror que esta avenida genera en el espectador es el de la pregunta que le plantea. ¿Hubiera tenido el coraje moral de reconocer la humanidad y responder a su llamada, aun cuando los poderes negasen su presencia?[51] Desgraciadamente, vivimos en una sociedad en la que imitar el ejemplo de los goyim, que se solidarizan con las víctimas del fascismo, es para cada uno de nosotros un reto inaplazable que pone a prueba nuestra condición moral básica de seres humanos. Ojalá no reneguemos en exceso de dicha condición.


    
      
         
      


      1 No entro aquí a describir los rasgos de este cambio complejo e inédito que tienen que ver con todas las dimensiones de la vida humana: epistemológica, económica, jurídico-política, cultural, etc., y que, para ser adecuamente abordados, debería hacerse no sólo pluridisciplinar, sino también interdisciplinarmente

    


    
      
         
      


      2 J. A. Carrillo Salcedo describe algunas de las transformaciones importantes que se han dado en el derecho internacional despues de la Segunda Guerra Mundial, como: la institucionalización de la comunidad internacional, la socialización del derecho (regulación de relaciones humanas más complejas y amplias que las tradicionales relaciones políticas entre Estados soberanos), la humanización del orden internacional (el derecho ha comenzado a dar entrada a la persona humana y a los pueblos), para concluir que la revalorización de lo humano ha logrado que la persona humana no sea ya considerada como mero objeto del derecho internacional, aunque “no se trata de afirmar que el individuo sea hoy sujeto pleno del derecho internacional... Existe, sin duda, una cierta subjetividad internacional de la persona, pero cuando esto ocurre, estamos todavía ante los supuestos excepcionales y ante una subjetividad limitada y funcional”. Cf. J. A. Carrillo: “Derechos Humanos y derecho internacional”, en Isegoría 22 (septiembre 2001), 69-81

    


    
      
         
      


      3 M. Reyes Mate: “Memoria y globalización”, en: www.mondialisations. org/php. Véanse, asimismo, J. B. Metz, “Compasión política: sobre un programa universal del cristianismo en la era del pluralismo cultural y religioso”, en: J. A. Zamora (coord.), Radicalizar la democracia. Estella: Verbo Divino 2001, 263-276. Dice Metz: “La compasión que busca la justicia es la palabra clave para el programa universal del cristianismo en la era de la globalización. Desde mi punto de vista, se trata de la ‘dote’ bíblica para el espíritu europeo, del mismo modo que la curiosidad teórica es la ‘dote’ griega y el pensamiento jurídico es la ‘dote’ romana para Europa... La compasión sería la ‘dote’ bíblica para un programa moral universal en esta era de la globalización” (269 y 270); cf. también Z. Laïdi, “Les imaginaires de la mondialisation”, en: Espri 246 (1998); E. Altvater, “El lugar y el tiempo de lo político bajo las condiciones de la globalización económica”, en: Zona Abierta 92-93 (2000), 175-212.

    


    
      
         
      


      4 Véase R. de Águila, “Tras el 11 de septiembre. Dilemas y paradojas de la globalización”, en: Claves de Razón Práctica 118 (diciembre 2001), 24

    


    
      
         
      


      5 Para una aproximación al tema, véase R. Beiner, “Liberalismo, nacionalismo, ciudadanía: tres modelos de comunidad política”, en: Revista Internacional de Filosofía Política 10 (1997), 5-22. Para una aproximación diacrónica y espacial a la construcción histórico-ideológica de la ciudadanía, véase A. Rivero, “Tres espacios de la ciudadanía”, en Isegoría 24 (junio 2001), 51-76; del mismo autor, “Ciudadanos, Repúblicas, Estados y Cosmópolis: algunos temas de la teoría política contemporánea”, en: Revista Española de Ciencia Política 3 (octubre 2000), 151-158.

    


    
      
         
      


      6 Véase D. Velasco, “Raíces histórico-ideológicas del extranjero”, en: AA. VV., El extranjero en la cultura europea de nuestros días. Bilbao: Universidad de Deusto 1997, 345ss; “Los antecedentes histórico-ideológicos de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948”, en: AA. VV., La Declaración Universal de los derechos Humanos en su cincuenta aniversario. Bilbao: Universidad de Deusto 1999.

    


    
      
         
      


      7 Es, por ejemplo, la tesis de Ackerman. La única excepción sería el que se provocaran peligros graves de orden público o de pervivencia económica. De hecho, el artículo 4 de la Constitución de 1793, que trata del “estado de los ciudadanos”, concedía a todo extranjero adulto que residiese durante un año en Francia no solamente la nacionalidad francesa, sino también los derechos de ciudadanía activa.

    


    
      
         
      


      8 F. Hinkelammer: “Globalización como ideología encubridora. Desfigura y justifica los males de la realidad actual”, en: Concilium 293 (noviembre 2001), 36.

    


    
      
         
      


      9 Véase G. Delanty, Citizenship in a global age. Society, culture, politics. Buckingham, Philadelphía: Open University Press 2000. Según Delanty, hasta entonces, la idea del cosmpolitismo iba unida a búsquedas culturales 


      de individuos y tenía escasa significación política. Kant recuperó una antigua idea de cosmopolitismo enraizada fundamentalmente en una idea moral de ciudadanía (cínicos y estoicos; ver Nussbaum), que buscaba adaptar en su momento a una ética política internacional. Él mismo no fue cosmopolita viajero, sino de espíritu e intelecto, y, al contrario de la mayoría de la elite cosmopolita, que era contrarrevolucionaria, él fue partidario de la Revolución francesa a la que consideraba verdaderamente cosmopolita. Podemos decir que el primer debate sobre el cosmopolitismo surgió a finales del siglo XVIII, con el reconocimiento de la creciente necesidad de un orden posthobbesiano (garantizar la supervivencia de la sociedad civil). Kant extrapoló la teoría de Hobbes en dos nuevas concepciones del contrato social: una, radicalizando la teoría del consenso lockeana hacia una teoría de la sociedad civil en la que el Estado se anclaba en la aprobación pública (aunque no llegara como Rousseau a plantearse la democracia participativa y se conformara con un despotismo “ilustrado” por la voluntad pública); la otra, rechazando la perspectiva belicista hobbesiana del orden internacional y pergeñanado un cosmopolitismo internacional en una sociedad civil internacional, guiados por un principio racional. Kant creía que, tras el primer contrato social, había llegado el momento de un segundo contrato social cosmopolita entre estados republicanos libres. La noción kantiana de cosmopolitismo era esencialmente internacionalista. Sus ideas se dirigían a los Estados y no a los individuos y reflejaban una concepción legal del cosmopolitismo. Kant parece situarse entre un orden cosmopolita basado en una autoridad republicana, soberana que reconoce a los ciudadanos como ciudadanos del mundo, y otra basada en un orden federal de Estados estrechamente unidos a una sociedad civil, Estados republicanos. El problema está en trasladar la constitución republicana al orden internacional, por lo que Kant, reconociendo sus limitaciones, perseguía un sistema de derecho internacional que llamó derecho cosmopolita. Aunque esta relación entre los Estados debería implicar una ciudadanía más allá del Estado (condiciones de “hospitalidad universal”). La idea de un derecho cosmopolita no será ya algo extraño o fantástico, sino un complemento necesario al código no escrito del derecho internacional, transformándolo en un derecho universal de la humanidad. La teoría cosmopolita de Kant fue el comienzo de importantes debates sobre el internacionalismo (comunismo, pannacionalismo, federalismo), aunque se perdió el interés por la dimensión ética y por la ciudadanía. Acabaron primando las visiones realista y funcionalista de las relaciones internacionales. 


      La cuestión de la ciudadanía cosmopolita ha quedado supeditada a una visión hobbesiana del orden internacional.

    


    
      
         
      


      10 De todas formas, conviene recordar que la obra de Kant va a ser interpretada de formas muy distintas. Los mismos críticos del cosmopolitismo aducen que Kant limita el derecho cosmopolita a las “condiciones de la hospitalidad universal”, es decir, al “derecho de un extranjero a no ser tratado hostilmente por haber llegado al territorio de otro”. El ius cosmopoliticum no habilita para adquirir un derecho de residencia, y menos aún la ciudadanía. Kant rechazaría también la idea de un estado mundial como irrealizable y contradictoria, porque supondría una falsa universalidad: en realidad, sería un Estado el que impondría la universalidad. La pluralidad lingüística y religiosa es una prueba de que la propia naturaleza sostiene la conveniencia de la diferencia (pero no está clara la posición de Kant, ya que también habla de “un Estado de pueblos” y de una república mundial, de la que la federación mundial sería un sustituto precario; su oposición a un Estado mundial no es tan clara: lo que él rechaza es una unificación por vía de la hegemonía). Kant nos advirtió sobre los riesgos de un Estado mundial homogeneizador, que suprimiría las diferencias y, lo que es peor, carecería de una instancia correctora externa. Esto haría preferible, para algunos, una “cosmópolis de patrias” que desarrolle la identidad humana común en ámbitos particulares

    


    
      
         
      


      11 Véase J. Habermas, “El valle de lágrimas de la globalización”, en: Claves de Razón práctica 109 (enero-febrero 2001), publicado ya en la New Left Review 1 (febrero 2000), en donde considera “tres aspectos de la erosión de las prerrogativas del Estado-nación: el declive de la capacidad de control del Estado, los crecientes déficit en la legitimación de los procesos de toma de decisiones y una incapacidad creciente de realizar el tipo de funciones organizativas y de gobierno que ayudan a asegurar la legitimidad” .

    


    
      
         
      


      12 Una encuesta presentada por Kofi Anam en la Asamblea del Milenio de la ONU señala que dos tercios de la ciudadanía del mundo –incluidos los países occidentales– piensan que sus gobernantes no les representan, lo que plantea un grave problema a la democracia. Véase M. Castells, “Globalización y antiglobalización”, en: El País, 24 de julio de 2001.

    


    
      
         
      


      13 Para la cuestión de la globalización y la democracia, véase el artículo de F. Tezanos, “Globalización, poder y democracia”, en: Sistema 165 (noviembre 2001).

    


    
      
         
      


      14 Véase el capítulo VI de mi texto de Pensamiento político contemporáneo, titulado “La construcción de la democracia” (Bilbao: Universidad de Deusto 2001), especialmente las páginas 358-366.

    


    
      
         
      


      15 Véase M. Castells, La era de la información. Madrid: Alianza 1998 (3 vol.); J. C. Monedero, “¿Otra gran transformación? Idiotas en Brobdingnag, postciudadanos en Liliput”, en: Zona Abierta 92/93 (2000).

    


    
      
         
      


      16 E. Dussel argumenta convincentemente sobre esta prioridad en su obra Hacia una filosofía política crítica. Bilbao: Desclée de Brouwer 2001, especialmente en el capítulo primero “Seis tesis para una filosofía política crítica” (43-64). Buscando superar las limitaciones de una filosofía política liberal (Apel, Rawls, Habermas) y subrayando el papel de la ratio política como razón práctico-material (que se ocupa de la producción, la reproducción y el desarrollo de la vida humana en comunidad) y no sólo formal, articula un discurso convincente sobre lo que debe ser una filosofía política crítica capaz de crear un orden “con una seria pretensión de justicia política renovada”.

    


    
      
         
      


      17 Véase R. Cooper, The postmodern State and the World Order. Londres: Demos 1996.

    


    
      
         
      


      18 Creo oportuno recordar que la soberanía en el sentido estrictamente bodiniamo no se ha dado nunca desde que existe un sistema internacional de Estados, que, además de ser asimétrico, ha tenido un carácter imperialista asociado a la lógica del capitalismo, que ha mediatizado en gran medida su papel político más genuino. Véase el número monográfico de la Revue Politique et Parlementaire 1012 (2001), dedicado al tema “Fin des souverainetés?”.

    


    
      
         
      


      19 Abundan los autores que recalcan el papel decisivo del Estado-nación en el actual momento y que se resisten a hablar de su declive. Véase Zona Abierta, op. cit.; J. Gray, Falso amanecer. Los engaños del capitalismo global. Barcelona: Paidós 2000.

    


    
      
         
      


      20 Véase E. García Guitián, “Sobre la democracia en el ámbito internacional”, en: Isegoría 24 (junio 2001).

    


    
      
         
      


      21 Véase D. Velasco, “La tercera vía y las legitimaciones de un nuevo socialismo”, en: Iglesia Viva 207 (2001), 55-76.

    


    
      
         
      


      22 Véase Otfried Höffe, “Estados nacionales y derechos humanos en la era de la globalización”, en: Isegoría 22 (septiembre 2000). El autor se refiere a seis modernizaciones (priorizar la civitas sobre la gens; desacralización de la nacionalidad; reconocimiento de los derechos humanos universales; constitucionalismo democrático que posibilite, a la vez, los “universalismos universales” y los “universalismos particulares”; asunción de lo nuevo a través de un cambio de estructuras y de mentalidad; triple apertura hacia lo macrorregional, lo global, las nuevas generaciones) que el Estado nacional debe hacer suyas si quiere coadyuvar a la creación de una democracia mundial. A este Estado lo denomina “Estado nacional ilustrado”.

    


    
      
         
      


      23 Coincido con R. de Águila cuando cuestiona las “buenas” razones de Estado que, tras el 11 de septiembre, se están esgrimiendo como propias del “democentrismo” de Occidente: “Occidente podría definirse como un sistema informal y cambiante de Estados que se configura como un proceso de creación de dependencias e interdependencias, reticular pero fuertemente jerarquizado internamente en términos de riqueza y poder efectivo, con enorme éxito en el ámbito del mercado económico global, ampliamente homogeneizado respecto de la legitimidad de los valores liberal-democráticos y que impone ciertas reglas de juego en la esfera internacional a través tanto de la legislación internacional e instituciones internacionales como de políticas y foros de decisión informales”. Véase R. de Águila, op. cit., 26.
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